
 El artículo 53  señala que los 
consultores, interventores y ase-
sores externos responderán civil y 
penalmente tanto por el cumpli-
miento de las obligaciones deriva-
das del contrato de consultoría, 
interventoría o asesoría, como por 
los hechos  u omisiones que les 
fueran imputables y que causen 
daño o perjuicio a las entidades, 
derivados de la celebración y 
ejecución de los contratos respec-
to de los cuales hayan ejercido o 
ejerzan las funciones de consulto-
ría, interventoría o asesoría. 

Norma esta última que fuera de-
clarada constitucional en la Sen-
tencia C-543/98 en la que, empe-
ro, se precisó que el artículo refe-
rido asimila la conducta del parti-
cular a la de un servidor público 
para efectos de su responsabili-
dad. 

Con frecuencia los funcionarios de la 
Contraloría Departamental del Valle 
del Cauca y de los Sujetos Objeto de 
Control plantean interrogantes rela-
cionados con la interventoría a partir 
de los cuales se puede concluir que 
se desconocen elementos básicos 
relacionados con ella. Esta circuns-
tancia es grave por cuanto afecta de 
manera negativa el control sobre la 
adecuada utilización de los recursos  
comprometidos en los contratos.  

Es interés de la Oficina Asesora de la 
Contraloría Departamental del Valle 
del Cauca dedicar la presente edición 
de breves de jurídica a la Sentencia C- 
543 de 1998 que se refiere, entre 
otros temas, a los aspectos básicos 
sobre interventoría tales como: el 
propósito, la forma como debe ejecu-
tarse, la financiación, las responsabili-
dades del interventor  y su utilidad 

La supervisión e  interventoría, en  el 

contexto de la contratación estatal, se 
considera como el conjunto de activi-
dades que en representación de la 
entidad realiza una persona natural o 
jurídica para vigilar, controlar, verifi-
car y colaborar en la ejecución de los 
contratos o convenios.  

La vigilancia al cumplimiento del Con-
trato corresponde a una exigencia 
legal que tiene el propósito de asegu-
rar al máximo el cumplimiento del 
objeto contractual, de los fines de la 
contratación y la satisfacción de los 
intereses de la entidad mediante la 
obtención del fin perseguido. 

La supervisión o la interventoría lo-
gran el objetivo propuesto en la Con-
traloría Departamental del Valle del 
Cauca, mediante la realización de 
actividades y funciones, que se con-
signaron en la resolución reglamenta-
ria No.  100.28.02  005 del 30 de 
abril del 2010.  

EXTRACTOS 

La ley delimita el campo de las 
responsabilidades que les co-
rresponden a las entidades esta-
tales, a los servidores públicos y 
a los contratistas, en armonía 
con los preceptos de la Constitu-
ción (art. 6, 90, 124 y 209), 
originadas en sus acciones u 
omisiones, cuando quiera que 
éstas irrogan perjuicios a cual-
quiera de los sujetos de la rela-
ción contractual. 

3.5. Según la ley 80 los servido-
res públicos “responderán por 
sus actuaciones y omisiones 
antijurídicas”, lo cual se traduce 
en las formas de responsabili-
dad disciplinaria, civil y penal 
(arts. 26-2, 51). Estas son acu-
mulables, es decir, pueden con-
currir dentro de ciertas circuns-
tancias. 

3.6. Las actividades de los servi-
dores públicos, propias de su 
cargo o destino, son por esencia 
y definición funciones públicas, 
pues están dirigidas a contribuir 
al logro de la prestación oportu-
na y eficaz de los cometidos 

públicos a cargo del Estado. 

Según la idea que fluye del art. 
123 de la Constitución, servidor 
público es toda persona que 
ejerce a cualquier título una fun-
ción pública y, en tal virtud, os-
tentan dicha condición los miem-
bros de las corporaciones públi-
cas, los empleados y trabajado-
res del Estado y de sus entidades 
descentralizadas territorialmente 
y por servicios, así como las per-
sonas vinculadas al Estado me-
diante relaciones laborales espe-
ciales, según lo determine el 
legislador 

Los particulares pueden ejercer 
funciones públicas, en forma 
temporal o permanente, como se 
deduce de los artículos 123, 
inciso tercero y 210, inciso se-
gundo.  

Cuando se asigna al particular el 
cumplimiento de una función 
pública, éste adquiere la condi-
ción de un sujeto cualificado, en 
la medida en que se amplifica su 
capacidad jurídica, sin que por 
ello deje de ser un particular. Sin 

embargo, en este evento su situa-
ción jurídica se ve afectada en 
virtud de las responsabilidades 
que son anejas a quien cumple 
funciones de la indicada naturale-
za.  

 

Así mismo el artículo 56 del mis-
mo estatuto señala que para 
efectos penales, el contratista, el 
interventor, el consultor y el ase-
sor se consideran particulares 
que cumplen funciones públicas 
en todo lo concerniente a la cele-
bración, ejecución y liquidación 
de los contratos que celebren con 
las entidades estatales y, por lo 
tanto, estarán sujetos a la res-
ponsabilidad que en esa materia 
señala la ley para los servidores 
públicos 
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IMPORTANTE 

El objeto de la supervisión y de 
la interventoría es el control y 
vigilancia de las acciones del 
contratista, con el fin de lograr el 
cumplimiento de las obligacio-
nes adquiridas en el contrato y 
sus elementos integrantes (por 
ejemplo pliegos de condiciones, 
oferta, plan de operaciones, 
cronograma de operaciones), 
especialmente en relación con: 

1. Las especificaciones técnicas 
del objeto contratado. 

2. Actividades administrativas a 
cargo del contratista. 

3. Actividades legales. 

4. Actividades financieras y pre-
supuestales. 

5. Toda estipulación contractual. 

6. Proteger los intereses de la 
Entidad y salvaguardar su res-
ponsabilidad. 


